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1. Introducción
El antidumping nace en 1.904 en Canadá como una respuesta al reclamo de industriales por protección frente a las importaciones y fue rápidamente acogida por otras legislaciones, incluyendo Australia, Nueva Zelanda y Estados Unidos (Viner, 1923). Posteriormente la legislación antidumping fue acogida por las Partes Contratantes del GATT y luego en la Organización Mundial del Comercio (“OMC”). Hasta abril de 2026, 106 Miembros de la OMC habían notificado que cuentan con legislación interna para aplicar medidas antidumping. El antidumping se ha convertido en un proceso usual en el comercio internacional, tal es así, que entre el 1 de enero de 1995 y el 30 de junio de 2025, los Miembros de la OMC han notificado el inicio de 7,295 investigaciones antidumping.
Ecuador, por su parte, ha notificado tres (3) investigaciones desde su adhesión a la OMC en 1.996 mientras que los exportadores ecuatorianos han sido sujetos de cinco (5) investigaciones, tres (3) de las cuales terminaron con la imposición de medidas antidumping. En términos relativos al número global de investigaciones Ecuador no es un usuario regular del antidumping ni ha sido objeto de un elevado número de estos procesos. Esta situación se observa aunque Ecuador sí cuenta con la normativa para llevar a cabo investigaciones antidumping, tanto normativa multilateral de OMC, como normativa andina, legislación nacional y procedimientos específicos para el efecto.
Al respecto, el marco constitucional ecuatoriano es monista en su relación con el derecho internacional conforme el artículo 425 de su Constitución. Entonces, el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 (“GATT de 1994”), el Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 (“Acuerdo Antidumping de la OMC”), las decisiones andinas y la legislación interna se aplican en conjunto y de forma directa. Este sistema prevé un procedimiento administrativo controvertido en el cual una rama de producción nacional acusa a exportadores extranjeros –debidamente identificados– de «volcar» (to dump) productos al mercado ecuatoriano a precios que no son «normales». En estos procedimientos los exportadores extranjeros deben ser notificados para que contesten las acusaciones de la industria nacional. De resolverse el caso en favor de los acusadores, la autoridad administrativa dictará un acto administrativo plurindividual estableciendo tarifas adicionales para importar los productos objeto de investigación, con diferentes cuantías por cada exportador conforme a los resultados del procedimiento administrativo.
El Ecuador no ha aplicado esta legislación o lo ha hecho de forma marginal; sin embargo, sí ha aplicado medidas justificadas en la necesidad de proteger a una determinada rama de producción nacional, como se verá en este artículo. Entre las medidas adoptadas se observará que existen antecedentes de solicitudes presentadas por industrias o por asociaciones de productores que buscaban la protección del Estado; y, entre sus alegaciones se argumenta sobre los precios de los productos importados como un factor relevante. También se verá que dichas medidas han sido materia de litigios locales e internacionales llevando a su eliminación e inclusive la devolución de valores percibidos por el Estado. A partir de los casos analizados se concluye sobre la posibilidad de que las investigaciones antidumping provean una alternativa que pudiese mitigar ciertos efectos colaterales de las medidas tradicionalmente implementadas.
2. ESTUDIOS DE CASO de medidas adoptadas por el Ecuador para proteger a la industria nacional
El Ecuador ha adoptado varias medidas restrictivas al comercio internacional entre las cuales se ha seleccionado tres para este análisis, considerando los siguientes parámetros: (i) el caso tuvo como antecedente una solicitud de una rama de producción nacional o de empresas; (ii) se adoptó medidas con la finalidad de proteger a la industria nacional; (iii) las medidas que se aplicaron tuvieron la forma de una sobretasa o gravamen; (iv) los casos fueron impugnados ante autoridades administrativas y judiciales; (v) se cuenta con pronunciamientos definitivos de altas cortes; y, (vi) tales pronunciamientos establecieron un precedente jurisprudencial en sentido amplio que cuente con una interpretación de la norma que exceda su simple repetición, contenga un presupuesto y un efecto jurídico y que sea extrapolable a casos análogos.
Para seleccionar el primer caso también se consideró la relevancia cuantitativa por el elevado número de procesos judiciales análogos a este caso. Para el segundo caso se consideró la relevancia cualitativa de haber sentado, vía precedente, la competencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina para conocer la impugnación directa de actos administrativos de autoridades nacionales. El tercer caso seleccionado dio lugar a una jurisprudencia vinculante del Pleno de la Corte Nacional de Justicia del Ecuador respecto a la devolución de medidas provisionales. Un aspecto común de todos estos casos es la imposición directa de los gravámenes sin un procedimiento controvertido.
2.1. Arancel mixto sobre perfiles de aluminio
El 30 de marzo de 2016 dos industrias nacionales de perfiles de aluminio presentaron al entonces Ministerio de Comercio Exterior (actual Ministerio de Producción. Comercio Exterior e Inversiones) del Ecuador, una solicitud para la adopción de una medida de defensa comercial (Comité de Comercio Exterior COMEX, 2017b). Sin embargo, no se inició un proceso de defensa comercial, sino que, mediante la Resolución Nro. 005-2017 de 23 de febrero de 2017 el Comité de Comercio Exterior (COMEX) se aplicó un arancel mixto de 5% ad valorem más USD 1.20 por kilogramo. El 26 de febrero de 2024 las mismas empresas presentaron otra solicitud para iniciar una investigación sobre defensa comercial a las importaciones de perfiles de aluminio (Comité de Comercio Exterior COMEX, 2024). La industria nacional argumentó que las importaciones afectaban gravemente a su rama de producción. Por segunda ocasión no se abrió la investigación y se reformó el arancel aplicando una tarifa de 2% ad valorem más USD 2.40 por kilogramo, esto mediante la Resolución Nro. 006-2024 de 28 de agosto de 2024 del COMEX.
El Ecuador es Miembro de la OMC desde 1996 (Organización Mundial del Comercio, n.d.). Al momento de la firma Ecuador presentó su lista de compromisos que pasó a formar parte integrante del GATT de 1994 (la “Lista”), publicada en el Registro Oficial Nro. 977 del 28 de junio de 1996. En la Lista se consolidó los aranceles en términos ad valorem y no se consolidó ninguna tarifa específica ni se registró ningún valor en la subcolumna “otros derechos y cargas”. El párrafo 7 del Entendimiento relativo a la interpretación del párrafo 1 b) del artículo II del GATT de 1994, publicado en el mismo registro oficial de la Lista, indica que no se puede añadir posteriormente otras cargas en dicha subcolumna. Ahora bien, el efecto de un arancel específico es opuesto al de un ad valorem; el primero es proporcional al valor de la mercancía, el específico es inversamente proporcional, mientras más bajo el precio el arancel específico es una carga mayor respecto a dicho precio. Este efecto se pude ejemplificar con una mercancía del mismo peso y diferente precio: 
TABLA 1. Efecto de los aranceles mixtos ante la variación de precio de una mercancía
	Mercancía
	Peso
	Precio
	Ad valorem 
	Específico
	Arancel mixto
	Relación del arancel frente al precio 

	Perfil de aluminio de 2m.
	1 kg.
	USD 10
	5% = USD 0.50
	USD 1.20
	USD 1.70*
	1.70 ÷ 10 = 17%

	
	1 kg.
	USD 3
	5% = USD 0.15
	USD 1.20
	USD 1.35*
	1.35 ÷ 3 = 45%

	
	1 kg.
	USD 3
	2% = USD 0.06
	USD 2.40
	USD 2.46**
	2.46 ÷ 3 = 82%


*Arancel mixto de la Resolución 012-2017: 5% + USD 1,20 por kg.
**Arancel mixto de la Resolución 006-2024: 2% + USD 2.40 por kg.
Fuente: elaboración propia
En la Lista de concesiones del Ecuador el arancel máximo para perfiles de aluminio es 15% ad valorem. Entonces, el arancel mixto en los ejemplos tendría como efecto un valor mayor al que resultaría para el mismo producto si se aplicase la tarifa máxima de la Lista y cabe recordar que en el sistema constitucional ecuatoriano el derecho internacional se aplica directamente lo cual ha sido reconocido así por la jurisprudencia (Murillo, 2025, p. 167). Al respecto, mediante sentencia de 19 de mayo de 2023 de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia del Ecuador dentro del juicio No. 17510­-2020-­00223 se reconoció la aplicación directa del derecho internacional y se estableció que, si bien el arancel mixto no viola la Lista directamente, “en su aplicación debe   velarse   por   aplicar   el   arancel   mixto hasta   por el   porcentaje   arancelario   consolidado” (Corte Nacional de Justicia del Ecuador, 2023). La Corte Nacional en este caso estableció que es responsabilidad de la autoridad aduanera aplicar de forma integral el ordenamiento jurídico, en este caso, aplicar la tarifa establecida por el COMEX, pero jamás cobrar un valor cuyo efecto sea exceder la tarifa máxima consolidada en la Lista.
En este contexto, el arancel del Ecuador incorporó aranceles mixtos en 2012, arancel publicado en el Registro Oficial del Ecuador el 28 de diciembre de 2012. Estos aranceles se han mantenido y constan en el arancel vigente aprobado mediante Resolución Nro. 002-2023 del COMEX publicada en el Registro Oficial del 2 de mayo de 2023. Existiendo varias demandas judiciales para obtener la devolución de valores pagados en exceso por estos aranceles, aunque no se han publicado estadísticas oficiales, de la revisión del autor a la página de la función judicial (https://procesosjudiciales.funcionjudicial.gob.ec/busqueda-filtros) se pudo identificar más de 120 causas por este motivo iniciadas en 2024 ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario de Guayaquil. Es decir, el Ecuador está aplicando una restricción a la importación que, al menos en el caso de perfiles de aluminio, tiene como antecedente una solicitud de la industria nacional para aplicar una medida de defensa comercial. Entonces, es relevante analizar si una medida Antidumping pudo haber brindado una mejor respuesta que la reforma directa del arancel, ya que, si legalmente no se debe cobrar el exceso sobre la tarifa prevista en la Lista, los productos de precios más bajos percibirían un mayor beneficio, inclusive en detrimento de productos importados de mayor precio. Si entre las importaciones hubiese operaciones a precios de dumping, éstos serían los más baratos y conseguirían las tarifas arancelarias más bajas.
Partiendo de que existen pedidos de la producción nacional para implementar medidas de defensa comercial, una investigación Antidumping permitiría establecer si en efecto dicha rama de producción presenta un daño o amenaza de daño lo cual legitimaría constitucionalmente la aplicación de una medida. Luego, permitiría investigar si el producto importado está ingresando a precios por debajo del “precio normal” en el mercado de origen a partir de lo cual se podría establecer el margen de dumping y el consecuente derecho antidumping. Una medida en esta línea se encuentra constitucionalmente justificada, amparada por el GATT de 1994 y regulada en la legislación nacional. Mientras que la medida actual ha sido cuestionada y ha dado lugar a un efecto colateral negativo. Inclusive existen cuestionamientos de socios comerciales, el diario El Comercio publicó el 9 de abril de 2025 una noticia titulada “Los aranceles mixtos del Ecuador bajo la lupa” donde se indica que durante los diálogos en materia comercial entre Ecuador y los Estados Unidos de América, la autoridad de comercio de este último habría cuestionado los aranceles mixtos del Ecuador.
2.2. Salvaguardia al azúcar
El 18 de septiembre de 2017 una asociación de productores nacionales solicitó al entonces Ministerio de Comercio Exterior (actual Ministerio de Producción, Comercio Exterior e Inversiones) protección para la industria nacional del azúcar frente a la competencia de importaciones provenientes de Colombia (Comité de Comercio Exterior COMEX, 2017a). Este caso es más técnico que el precedente, puesto que el Ecuador invocó el artículo 97 del Acuerdo de Cartagena de 1969 por el cual se establece la Comunidad Andina (“Acuerdo de Cartagena”), el cual prevé la posibilidad de aplicar medidas correctivas de carácter temporal a productos provenientes de la subregión andina. Mediante Resolución Nro. 030-2017 el COMEX estableció una medida correctiva no discriminatoria y temporal a las importaciones de azúcar originarias de los Países Miembros de la Comunidad Andina (“CAN”) y conforme el mismo Acuerdo de Cartagena notificó a la Secretaría General de la CAN, autoridad que «verificará la perturbación y el origen de las importaciones causantes de la misma y emitirá su pronunciamiento, ya sea para suspender, modificar o autorizar dichas medidas» (Comisión de la Comunidad Andina, 2003). La Secretaría General se pronunció mediante la Resolución Nro. 2005, publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena Nro. 3291 de 25 de mayo de 2018, en la cual mediante un análisis agregado de las importaciones concluyó que los precios del azúcar importado se habían incrementado en el periodo que sirvió de base al Ecuador para establecer la medida ya que el análisis agregado llevó a considerar precios promedio para el total de importaciones (Secretaría General de la Comunidad Andina, 2018, paras. 99, 144 a 152). Finalmente, la Secretaría analizó los indicadores de la industria ecuatoriana para concluir que no existió una perturbación (Secretaría General de la Comunidad Andina, 2018, para. 172).
La Secretaría General de la CAN justifica el análisis agregado de acuerdo con la naturaleza no discriminatoria de la medida correctiva. Pero en el caso de medidas antidumping se analiza los precios de forma individual, al respecto se puede ver el artículo 24 de la Resolución 10-2018 del COMEX que aprueba los Mecanismos y Procedimientos para las Investigaciones de Dumping y Aplicación de Medidas Antidumping (Comité de Comercio Exterior COMEX, 2018). Una medida no discriminatoria debe considerar el total de las importaciones de un periodo en forma agregada pudiendo pasar por alto prácticas de ciertos actores que sí serían identificadas en una investigación de precios individuales como el antidumping. La Secretaría General también valora datos de otras fuentes que no fueron consideradas al imponer la medida correctiva y hace menciona reiteradamente diferencias entre la información proporcionada por el Ecuador y la información analizada en su conjunto. Entre las razones de estas diferencias está la selección de la muestra, ya que para la imposición de la medida se consideró datos de un grupo de empresas lo que genera resultados diferentes a un análisis agregado. Sobre este aspecto se puede ver los párrafos 133, 144 y 166 de la citada resolución (Secretaría General de la Comunidad Andina, 2018). Por su parte, el artículo 76 de la Resolución 10-2018 del COMEX establece que, en el caso de antidumping, se puede analizar muestras establecidas por la Autoridad Investigadora.
Adicionalmente, la investigación antidumping es de carácter adversarial, la Autoridad Investigadora debe notificar a las partes interesadas incluyendo gobiernos, exportadores acusados de dumping e importadores conforme al artículo 37 de la Resolución 10-2018 del COMEX. Esto permitiría encausar el conflicto, en lugar de que los importadores y exportadores se enfrenten a una situación consolidada con una medida ya impuesta, el antidumping ofrece la oportunidad de presentar sus argumentos y pruebas con antelación y además puede cerrarse mediante compromisos de precios por parte de los exportadores para corregir la práctica investigada.
En el presente artículo no se pretende establecer si el caso de la medida correctiva a las importaciones de azúcar hubiese dado lugar a la imposición de una medida antidumping compatible con el ordenamiento ecuatoriano y andino. En su lugar, lo que se analiza es si el procedimiento en sí mismo hubiese ofrecido una alternativa más adecuada para atender los planteamientos de las partes. La realidad que se evidencia en la imposición de medidas para proteger a la industria nacional es que este tipo de procesos son parte de la propia naturaleza del comercio. Por lo tanto, un procedimiento contradictorio donde las partes tienen oportunidad de exponer sus argumentos de forma escrita y oral, presentar pruebas y arribar a acuerdos, ofrece una opción para canalizar las controversias. Adicionalmente, al contar con la información y pruebas de las diferentes partes interesadas, en un caso como el analizado sobre las importaciones de azúcar, la determinación de la Autoridad Investigadora hubiese debido tener en cuenta aquellos factores que recién observa la Secretaría General de la CAN cuando la medida correctiva ya estaba impuesta.
2.3. Salvaguardia al polvo base para detergente
El 6 de marzo de 2017 la rama de producción nacional de polvo base para elaboración de detergente solicitó al entonces Ministerio de Comercio Exterior (actual Ministerio de Producción, Comercio Exterior e Inversiones) la aplicación de una medida de defensa comercial para proteger a la industria nacional frente a importaciones de Colombia y Perú. El 27 de marzo la Autoridad Investigadora recomendó aplicar una medida provisional y el 31 de marzo se dictó la Resolución 012-2017 del Comité de Comercio Exterior COMEX (2017c) mediante la cual se impuso dicha medida bajo la forma de una tarifa del 15% ad valorem. El Ecuador invocó el artículo 97 del Acuerdo de Cartagena, relativo a la protección de la industria nacional y notificó a la Secretaría General de la CAN como lo ordena el propio artículo. La Secretaría General se pronunció mediante Resolución 1948 publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena el 17 de septiembre de 2017 (Secretaría General de la Comunidad Andina, 2017), en la cual se cuestiona aspectos de la metodología de aplicada por la Autoridad Investigadora, aunque acepta la similitud de los productos analizados y la definición de la rama de producción nacional conformada por una única compañía. Entre los aspectos que valoró la Secretaría consta el uso de datos combinados de producto terminado (detergente) y del producto investigado (polvo base para la elaboración de detergente). Al hacer la segregación de los datos los resultados son materialmente diferentes a los tenidos en cuenta cuando se impuso la medida provisional.
La Secretaría General de la CAN concluyó que la comparación de precios efectuada para imponer la medida provisional se hizo sobre del precio de importación con el costo de producción unitario local, lo cual no es razonable; toda vez que la comparación debe ser sobre precios de mercado. Además, valorando la información provista por todas las partes y la visita a las industrias ecuatorianas, estableció que no existía una perturbación a la rama de producción nacional al analizar los indicadores de empleo, capacidad instalada, inventarios y utilidades. Entonces, uno de los principales importadores de polvo de detergente inició procesos judiciales designados con los números 13802-201900060 y13802-2019-00061 (Murillo, 2025, pp. 167–168) para la devolución de los valores pagados. Los casos fueron resueltos en la Corte Nacional de Justicia del Ecuador abriendo paso a un precedente jurisprudencial que fue aprobado mediante Resolución 21-2024 del Pleno de esta alta corte. Este caso se analiza en mayor detalle en el artículo Judicial Review and Refund of Trade Remedies in Ecuador publicado en el Global Trade and Customs Journal, Volumen 20, Número 3.
Este escenario muestra que siempre existen dos visiones en el comercio internacional, por un lado, los industriales locales que solicitan la protección de sus Gobiernos y por otro los importadores de los productos que aspiran un libre acceso a productos importados, éstos últimos alineados con los exportadores del país fuente que son sus proveedores. Esto conduce a que las medidas de defensa comercial en general estén naturalmente expuestas al cuestionamiento de las partes, por lo cual es posible derivar que un procedimiento adversarial permitiría canalizar la controversia por canales institucionales antes de llegar a una revisión judicial. En el caso concreto, varios aspectos técnicos y económicos criticados por la Secretaría General de la CAN resultan evidentes al contar con información objetiva provista por las diversas partes interesadas.
3. Conclusión
Se observa que el Ecuador ha aplicado en más de una ocasión medidas pensadas o justificadas en la protección de su industria nacional teniendo como resultado que dichas medidas sean cuestionadas o dadas de baja e inclusive que los valores recaudados deban devolverse con intereses. Una revisión de otras medidas impuestas por el COMEX incluye casos con la investigación y consecuente salvaguardia a las importaciones de pisos de madera, impuesta mediante Resolución 022-2015 (Comité de Comercio Exterior COMEX, 2015), en la cual se notificó a las partes interesadas, se realizó visitas in situ a las industrias nacionales y se recibió información de los importadores. Esta medida no registra posteriores cuestionamientos judiciales.
Frente a los casos propuestos, una investigación al amparo del Acuerdo Antidumping de la OMC, la Decisión 283 de la Comunidad Andina y la Resolución 10-2018 del COMEX hubiese ofrecido, un procedimiento contradictorio permitiendo el espacio para valorar la información de todas las partes interesadas a la vez que amparado legalmente y con un sustento constitucional. Estos aspectos hubiesen evitado la elevada litigiosidad causada por las medidas como los aranceles mixtos con el contingente que esto representa para el Estado al tener que devolver montos relevantes.
Se debe considerar que la predisposición de los gobiernos a proteger a su industria nacional es una característica de éstos. No se trata de una cuestión particular de un país u otro, al igual que la búsqueda de protección por parte de las industrias es generalizada. Al respecto se puede consultar a Finger (1998), Sandkamp et al. (2020) y al propio Viner (1923) que fue el primero en presentar un estudio comprehensivo del dumping y explica cómo el antidumping es una respuesta de los gobiernos frente a la presión de la industria por protección.
Entonces, el antidumping no es la respuesta para todos los casos, pero sí ofrece una alternativa para encausar en un marco institucional los conflictos comerciales. La contradicción entre productores locales e importadores es natural a la competencia por el mercado, así que no es esperable que cese, así como tampoco la búsqueda de éstos limitar la capacidad de sus competidores. En el caso de las industrias nacionales, al tener una capacidad de impulsar acciones de sus gobiernos, es poco realista esperar que eviten voluntariamente usar dicha influencia y cedan el mercado ante los importadores. En este escenario, el antidumping es presenta como un mecanismo institucional para canalizar los intereses, que, de otra forma, pueden dar lugar a medidas arbitrarias. El proceso en sí provee una respuesta las partes interesadas a la vez que se mitiga la perturbación sobre el libre comercio.
En conclusión, el antidumping es una forma para limitar el libre comercio, pero de entre todas las demás medidas proteccionistas que los Estados pueden aplicar, es una que ofrece la posibilidad de llegar a acuerdos en la propia fase de investigación, cuenta con la participación de todos los interesados y, llegado el caso, se impone como gravámenes calculados de forma individual de forma que los productos que se encuentren dentro de precios de mercado no serán afectados como sí ocurre en el caso de medidas no discriminatorias que ha aplicado el Ecuador en el pasado.
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